	[image: image1.jpg]IXTEGISIATURA





	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE PROYECTOS PARA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTA EL DIPUTADO JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIERREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.

El que suscribe, Diputado Javier Díaz González, en el ejercicio de las facultades que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, me permito someter al mismo, la presente Iniciativa con proyecto de decreto por la que se reforman y adicionan diversos Artículos de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN   DE   MOTIVOS

Los esquemas que permiten la participación privada en el desarrollo de infraestructura y provisión de servicios son un fenómeno que se ha extendido mundialmente.
La experiencia internacional, sobre todo la europea del uso de estos esquemas en los sectores de carreteras, hospitales y del agua demuestran, una aceptación creciente de estos arreglos como mecanismos complementarios  o alternativos a las necesidades públicas de infraestructura y servicios. 
En América Latina y el Caribe la adopción de este tipo de esquemas es más reciente sin embargo países como Brasil, Chile, Perú y Colombia  los han utilizado de manera muy provechosa.
Su creciente utilización, se debe a que los mismos, ofrecen resultados en importantes ámbitos como lo son, la aceleración de la provisión de infraestructura al ofrecer la posibilidad de traducir un pago anticipado de capital en un flujo constante de fondos por servicios requeridos, lo cual se traduce en que los proyectos proceden aún cuando la disponibilidad de capital público sea restringida; la implementación acelerada que estos esquemas permiten al adjudicarse al particular la responsabilidad de diseñar y construir el proyecto, además el flujo de pagos provee un incentivo en el privado de entregar los proyectos en periodos de tiempo más cortos; la reducción en los costos de vida total del proyecto; una mejor adjudicación de los riesgos, distribuyéndosele a quien mejor lo pueda manejar, ya sea la entidad pública o el inversionista; Se mejoran incentivos para el desempeño; Se mejora la calidad y el precio del servicio, como resultado de una mejor integración de los servicios a través del uso de los activos, y el mejor aprovechamiento de las economías a escala, la introducción de innovación en la entrega del servicio, incentivos o sanciones que se incluyen en los contratos de los proyectos y Se mejora la gestión Pública, a través de la transferencia de la responsabilidad de la provisión del servicio público a quién puede ofrecerlo de manera más eficiente. Además al exponer la provisión del servicio público a la competencia, permite que el costo del servicio se compare con estándares del mercado, lo que asegura que se alcanza la mejor calidad y precio.
Expertos académicos en el tema como Bracy & Moldovan, Medayle, y Sanger & Crawley aseguran que, si bien es cierto los beneficios de estos esquemas son muchos, es preciso cuidar algunos aspectos a fin de que los mismos sean exitosos, como lo son  el asegurar el control por parte de la entidad pública de activos públicos valiosos, supervisión pública, participación ciudadana durante el proceso de desarrollo de los proyectos, la existencia de mecanismos de rendición de cuentas, asegurar que los proyectos cuenten con la rentabilidad social requerida, buscar una correcta distribución de riesgos y la existencia de mecanismos de solución de controversias eficientes.
En este miso sentido la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) ha establecido que para que este tipo de esquemas sean exitosos deben garantizarse una serie de condiciones esenciales. Primeramente se requiere de un marco normativo e institucional específico y sólido, con procedimientos y procesos que produzcan proyectos con la mayor relación calidad-precio. Además este marco requiere ser adoptado y aplicado a través de un enfoque de arriba hacia abajo en donde los tomadores de decisiones del más alto nivel gubernamental conozcan los proyectos, sus objetivos, costos, beneficios y retos.
Otro elemento  fundamental que debe estar considerado en el marco normativo e institucional consiste en establecer en el mismo las especificaciones que deberán contener los contratos, entre las cuales deben contemplarse  la clasificación  medición y asignación del riesgo al que mejor lo pueda manejar.
Una vez que se cuenta con este marco normativo e institucional y que este cumple con las  características descritas anteriormente, se debe asegurar que del mismo fluya un marco organizacional con roles claros y capacidades específicas para contratar y mantener un proyecto de esta naturaleza. 
Debe haber  una autoridad encargada de asegurarse de que los proyectos que sean una prioridad estatal, otra encargada de evaluar el proyecto a profundidad y una autoridad contratante responsable de implementar directamente los proyectos en los sectores específicos. Adicionalmente, debe garantizarse la existencia de una autoridad auditora, que evalué de manera ex post los proyectos.
Para la OCDE tanto el marco normativo e institucional al que nos referimos, como los contratos de los proyectos deben ser claros, transparentes, predecibles y no crear barreras a la entrada de mercados.  El acceso a la información y procesos de decisión en torno a estos proyectos deben ser abiertos al público en general. Debe proveerse un ambiente regulatorio con una alta integridad de acuerdo a las características previamente señaladas.
Por último la OCDE considera que estos proyectos deben generar y mantener competencia en los mercados e introducir nuevos competidores.
Por lo que hace a nuestro País, el gobierno federal al igual que algunos gobiernos estatales desde hace más de una década han adoptado algunos de estos esquemas.
A nivel federal los proyectos que permitían algún tipo de asociación público- privada  se iniciaron en el marco de importantes reformas de liberalización y privatización en los mercados mexicanos.
En este contexto a mediados de los noventas se dieron los primeros cambios institucionales mediante la modificación de leyes para producir  bienes públicos y la construcción de infraestructura, a través de esquemas conocidos como PIDIREGAS. 
Los PIDIREGAS permitían que inversionistas privados, con fondos de inversión privada construyeran y transfirieran obra pública al gobierno, quien a su vez se comprometía a cubrir el costo de esta inversión por medio de la generación de ingresos derivados de la operación de dicha infraestructura y realizando pagos diferidos en un plazo largo, de conformidad a lo pactado en un contrato. El marco institucional de estos proyectos sólo permitía su realización en los sectores estratégicos planeados conforme a los artículos 25 y 28 de la Constitución Federal.
En menos de una década posterior a la creación de los PIDIREGAS, el marco normativo e institucional evolucionó de nuevo para permitir la participación privada no solo en la construcción de infraestructura, sino también en su diseño, operación, mantenimiento y financiamiento para la prestación de servicios públicos. Con ello se permitió este tipo de participación  en sectores como el de salud, educación y el carretero.
La modificación al marco institucional que permitió lo anterior consistió en la publicación de reglas para desarrollar lo que desde entonces se conoce como Proyectos para la Prestación de Servicios, publicadas en el Diario Oficial el 9 de enero de 2004. Dichas normas preveían que el esquema no solo estuviera a cargo de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sino también de la Secretaría de la Función Pública, ésta última encargada de vigilar los procesos de las compras públicas con recursos de la federación. 
De acuerdo a un estudio del Programa para el Impulso de Asociaciones Público Privadas en Estados Mexicanos, del Banco Interamericano de Desarrollo, la implementación de los Proyectos para la Prestación de Servicios en México, significó un rompimiento de paradigmas respecto al desarrollo de infraestructura en Latinoamérica, promoviendo la adecuada planeación, autorización y seguimiento de proyectos, especialmente en el sector de infraestructura social. Así mismo las bondades del esquema han promovido su implementación en el ámbito estatal, mejorando aspectos técnicos y la administración y mitigación de riesgos con base en las lecciones aprendidas del gobierno federal.
Este mismo Programa del Banco Interamericano de Desarrollo  ha realizado un trabajo descriptivo y de impacto con el objeto de evaluar la adopción e implementación del esquema de Proyectos para la Prestación de Servicios concluyendo que han tenido éxito en su adopción, lo que los ha convertido en el principal esquema  promovido por los gobiernos estatales. Además en la evaluación se asegura que estos proyectos han generado beneficios económicos superiores a los que se habrían obtenido si los proyectos se hubieran llevado a cabo mediante esquemas tradicionales.
En el año 2012 entró en vigor en nuestro país la Ley de Asociaciones Público- Privadas y con esto México dio un paso importante a nivel federal para proveer de mayor seguridad y certeza jurídica a los inversionistas privados que se asocian con gobierno  compartiendo riesgos, en proyectos de infraestructura a largo plazo, formalizándose el esquema para conjuntar recursos  privados y estatales con el objeto de generar importantes ahorros a las finanzas públicas, la ley también incluye un importante componente de transparencia, a través del cual instruye a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a mantener registros públicos de todas las obras y contratos.
En lo que respecta al nivel local, son ya 25 estados que cuenta con leyes para regular la relación entre el gobierno y el sector privado en proyectos de inversión, de este número 8 de ellos han optado marcos institucionales específicos para Asociaciones Público – Privadas y los 17 restantes adoptaron marcos para esquemas de Proyectos para la Prestación de Servicios.
En el caso concreto del Estado de Coahuila de Zaragoza, desde el año 2009 se encuentra vigente la Ley de Proyectos para la Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza. Ordenamiento que si bien es cierto contempla ya muchas de las recomendaciones de los organismos internacionales a los que se ha hecho referencia en esta exposición, requiere de modificaciones que garanticen su efectividad.
Es así como a través de la presente iniciativa se pretende actualizar la normatividad coahuilense incorporando en ella las mejores prácticas internacionales en la materia, tomando  en cuenta los avances y experiencia ganados en la federación y en otras entidades federativas.
Para ello, primeramente se propone abrir la posibilidad de que estos esquemas puedan utilizarse en proyectos de inversión pública, investigación aplicada o innovación tecnológica y regular lo relativo a aquellos casos en los que por circunstancias  especiales del proyecto se requiera la intervención de dos o más dependencias o entidades.
En segundo término se incluyen los principios que deberán orientar  los actos del concurso dentro de los cuales se encuentran el de legalidad, libre concurrencia y competencia, objetividad, imparcialidad transparencia y publicidad, previéndose también que la convocante deberá en todo caso buscar adjudicar los proyectos en las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes
Con el propósito de revestir de mayor certeza a estos esquemas se añade a los sujetos que se encuentran impedidos para presentar proposiciones y celebrar contratos a aquellas personas que presenten créditos fiscales determinados no pagados provenientes de contribuciones locales o federales  y a las personas condenadas, mediante sentencia firme dentro de los tres años inmediatos anteriores a la fecha de la convocatoria, por incumplimiento de contratos celebrados con dependencias o entidades y se desarrollan los procedimientos de invitación restringida y adjudicación directa.
En este tenor se incorporan también los derechos y obligaciones del inversionista proveedor de entre los cuales podemos mencionar,  el derecho  a recibir las contraprestaciones por el desarrollo del proyecto, previstas en el régimen financiero del contrato, a solicitar prorroga de los plazos del contrato, cuando éstos se hayan demorado por causas imputables a la dependencia o entidad y a recibir las indemnizaciones previstas en el contrato por los daños originados por las demoras mencionadas, la obligación de prestar los servicios contratados con los niveles de desempeño convenidos, de contratar los seguros y asumir los riesgos establecidos en el contrato, de proporcionar la información financiera y de cualquier otra naturaleza que solicite la dependencia,  entidad o cualquier otra autoridad competente y la de permitir y facilitar la supervisión y auditorías conforme a las disposiciones aplicables y al contrato.

Por lo que hace a los derechos de la dependencia o entidad contratante a través de la presente iniciativa se pretende establecer que en caso de que así lo permita la rentabilidad del proyecto y según se haya establecido en la convocatoria, en las  bases y en el contrato respectivo la dependencia o entidad podrá exigir al inversionista proveedor el reembolso del valor de los inmuebles, bienes y derechos aportados por dependencias o entidades del sector público utilizados en el proyecto; el reembolso de las cantidades por concepto de remanentes y otros rubros en la forma y términos que se establezcan en las bases o en el contrato o el pago de derechos por la supervisión y vigilancia de la ejecución de la obra o de la prestación de los servicios.
Aunado a lo anterior, en este proyecto se incorpora un capítulo relativo a la  intervención de la dependencia o entidad en la preparación, ejecución de la obra, prestación de los servicios, o en cualquier otra etapa del desarrollo de un proyecto, cuando a su juicio el inversionista proveedor incumpla sus obligaciones, por causas imputables a ésta, y ponga en peligro grave el desarrollo mismo del proyecto.

Para tales efectos,  se dispone que, deberá notificarse al inversionista proveedor la causa que motiva la intervención, y señalar un plazo para subsanarla. 
Si dentro del plazo establecido el inversionista proveedor no la corrige, la dependencia o entidad procederá a la intervención, sin perjuicio de las sanciones y responsabilidades en las que, en su caso, incurra el inversionista proveedor.

En estos supuestos, y según se haya convenido en el contrato respectivo, podrá procederse a la terminación anticipada del propio contrato.

La intervención tendrá la duración que la dependencia o entidad determine, sin que el plazo original y, en su caso, prórroga o prórrogas, puedan exceder, en su conjunto, de tres años.

El inversionista proveedor podrá solicitar la terminación de la intervención, cuando demuestre que las causas que la originaron quedaron solucionadas y que, en adelante, está en posibilidades de cumplir con las obligaciones a su cargo.
El proyecto también contempla la incorporación de mecanismos de transparencia y participación ciudadana como es el caso de que cualquier ciudadano pueda asistir a los diferentes actos del concurso, en calidad de observador y la creación de un registro de los proyectos para la prestación de servicios a cargo de la Secretaría de Finanzas en el cual deberá publicarse entre otras cosas:
· El nombre del proyecto;

· El número de licitación y/o registro del sistema electrónico de información pública gubernamental CompraNet;

· El nombre del convocante;

· El nombre del inversionista proveedor;

· El plazo del contrato;

· El monto total del proyecto;

· El  monto de los pagos programados y ejecutados durante el ciclo de vida del proyecto;

· Los Indicadores asociados a la rentabilidad social, financiera y económica del proyecto.
Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 59 fracción I, de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21, fracción IV, 152 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este Pleno del Congreso, la siguiente iniciativa con:

PROYECTO DE DECRETO

POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY DE PROYECTOS PARA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO: Se reforman el artículo 1, la fracción II del artículo 2, los párrafos primero y tercero del artículo 3, el artículo 4, el párrafo tercero del artículo 14, las fracciones X, XI,XII del artículo 21, Las fracciones III y IV del artículo 22, el párrafo primero del artículo 23, el párrafo tercero del artículo 36, el párrafo primero y último así como las fracciones III y V del artículo 38, los párrafos segundo y tercero del artículo 39, el artículo 40, los párrafos primero y segundo del artículo 41, el párrafo primero del artículo 42, el artículo 4, la fracción III del artículo 44 y el artículo 45.
Así mismo se adiciona el artículo 5-A, el último párrafo al artículo 14, el artículo 14-A, el último párrafo al artículo 19, la fracción XIII del artículo 21, las fracciones V, VI, VII del artículo 22, los artículos 22-A, 22-B, 25-A, 25-B, 26-A, 26B, 26-C, 26-D, El Capítulo VII-A que comprende de los artículos 37-A al 37-E, de la Ley de Proyectos para Prestación de Servicios para el Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 1. La presente Ley, es reglamentaria de los artículos 67 fracción XXXIII y  158-P fracción IV, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza y tiene por objeto regular las acciones relativas a la planeación, programación, presupuestación, evaluación, aprobación, control, licitación, contratación y ejecución de Proyectos para Prestación de Servicios que realicen las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal  así como proyectos de inversión productiva, investigación aplicada y/o de innovación tecnológica. 
Artículo 2. …
I. …

II.
Órgano de Control: La Secretaría de Fiscalización y Rendición de Cuentas del Poder Ejecutivo del Estado de Coahuila de Zaragoza o  las contralorías municipales, según corresponda;
III.
…
IV.
…

V.
…

VI.
…

VII.
…

VIII.
…
Artículo 3. La interpretación de esta Ley para efectos administrativos, corresponde a la Secretaría y al Órgano de Control en el ámbito de sus respectivas atribuciones. 
...

Las Entidades Públicas deberán observar las reglas o disposiciones generales que emitan la Secretaría y al Órgano de Control, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, las que deberán publicarse en el Periódico Oficial del Estado.
Artículo 4. En lo previsto por esta Ley y demás disposiciones que de ella se deriven, serán aplicables a falta de norma expresa, en forma supletoria Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Contratación de Servicios del Estado de Coahuila de Zaragoza y su Reglamento y el Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza.
Artículo 5-A. Cuando por las condiciones especiales del proyecto se requiera la intervención de dos o más dependencias o entidades, cada una de ellas será responsable de los trabajos que le correspondan, sin perjuicio de la responsabilidad que, en razón de sus respectivas atribuciones, tenga la encargada de la planeación, programación y presupuestación en su conjunto.

Artículo 14. ...

...

A todos los actos de la licitación o adjudicación, las Entidades Públicas deberán invitar al Órgano de Control, el cual podrá acreditar representantes que verifiquen el cumplimiento de la Ley.
Cualquier persona podrá asistir a los diferentes actos del concurso, en calidad de observador, previo registro de su participación ante la convocante. Los observadores se abstendrán de intervenir en cualquier forma en el concurso.
Artículo 14-A. Los actos  a los que se refiere el artículo anterior se orientarán por los principios de legalidad, libre concurrencia y competencia, objetividad e imparcialidad, transparencia y publicidad.

Artículo 19. …

La convocante deberá en todo caso buscar adjudicar los proyectos en las mejores condiciones disponibles en cuanto a precio, calidad, financiamiento, oportunidad y demás circunstancias pertinentes.

Artículo 21.  …

I. …

II. …

III. …

IV. …

V. … 

VI. …

VII. …

VIII. …

IX. …

X.
Las que contraten servicios de asesoría, consultoría y apoyo o de otra naturaleza de cualquier tipo de personas en materia de contrataciones gubernamentales, si se comprueba que todo o parte de las contraprestaciones pagadas al prestador del servicio, a su vez, son recibidas por servidores públicos por sí o por interpósita persona, con independencia de que quienes las reciban tengan o no relación con la contratación; 

XI.
Aquellas personas que presenten créditos fiscales determinados no pagados provenientes de contribuciones locales o federales; 
XII.
Las personas condenadas, mediante sentencia firme dentro de los tres años inmediatos anteriores a la fecha de la convocatoria, por incumplimiento de contratos celebrados con dependencias o entidades; y

XIII. Las demás que por cualquier causa se encuentren impedidas para ello por disposición de Ley.

Artículo 22. …

I. …

II.
…

III.
El Contrato sólo pueda celebrarse con una determinada persona por ser titular de la propiedad intelectual u otros derechos exclusivos; 

IV.
Existan razones justificadas para que, por la especialidad tecnológica de los servicios, deba prestarlos una persona determinada;
V. No existan opciones suficientes de desarrollo de infraestructura o equipamiento, o bien, que en el mercado sólo exista un posible oferente;

VI. Existan circunstancias que puedan provocar pérdidas o costos adicionales importantes, cuantificables y comprobables; o

VII. Se acredite la celebración de una alianza estratégica que lleven a cabo las dependencias y entidades con personas morales dedicadas a la ingeniería, la investigación y a la transferencia y desarrollo de tecnología, a fin de aplicar las innovaciones tecnológicas en la infraestructura estatal.

.... 

Artículo 22-A. El procedimiento de invitación restringida se sujetará, además de lo dispuesto por esta ley y las demás disposiciones aplicables, a lo siguiente: 

I. 
Se deberá contar con al menos tres propuestas económicas solventes, de lo contrario se declarará desierta;  

II.
En las invitaciones se indicarán, como mínimo, la cantidad y descripción completa de los bienes o servicios requeridos, o indicación de los sistemas empleados para identificación de los mismos, plazo de entrega, el cual se fijará de acuerdo a las necesidades o premura del requerimiento de los mismos y lugar de entrega, así como condiciones de pago;

III.
Los plazos para la presentación de las proposiciones se fijarán para cada operación atendiendo al tipo de bienes o servicios requeridos, así como a la complejidad para elaborar la propuesta. 

Artículo 22-B. El procedimiento de adjudicación directa, se sujetará, además de lo dispuesto por esta ley y las demás disposiciones aplicables, a lo siguiente:
I. 
La dependencia o entidad deberá solicitar cotizaciones por escrito a por lo menos tres Inversionistas Proveedores, salvo en los casos  exceptuados en la presente ley o en las demás disposiciones aplicables; 

II. 
La dependencia o entidad deberá entregar los documentos y la información que permita la participación de los Inversionistas Proveedores,  en igualdad de condiciones; 

III. 
La solicitud de cotización se formulará a las personas físicas y morales que tengan capacidad legal, técnica y económica para cumplir con el contrato que en su caso se les asigne; 

IV. 
Para la dependencia o entidad será opcional celebrar una junta de aclaraciones para proporcionar mayor información o aclarar las dudas de los participantes; 

V.  
La dependencia o entidad podrá asignar con solo una propuesta económica solvente el contrato o pedido respectivo, previa comprobación de que los precios propuestos resultan aceptables de acuerdo a los precios existentes en el mercado. 

Artículo 23. Los Contratos derivados de un Proyecto, conforme a la presente Ley, deberán ser suscritos dentro de los 45 días naturales siguientes a la fecha de fallo de la licitación pública, invitación restringida o adjudicación directa. 

…

Artículo 25-A. El inversionista proveedor  tendrá, los siguientes derechos, sin perjuicio de los que establezcan las demás disposiciones aplicables:

I. Recibir las contraprestaciones por el desarrollo del proyecto, previstas en el régimen financiero del contrato;

II. Solicitar prorroga de los plazos del contrato, cuando éstos se hayan demorado por causas imputables a la dependencia o entidad; y

III. Recibir las indemnizaciones previstas en el contrato, por los daños originados por las demoras mencionadas en la fracción inmediata anterior.

Artículo 25-B. El inversionista proveedor tendrá, por lo menos, las siguientes obligaciones, sin perjuicio de las que establezcan las demás disposiciones aplicables:

I. Prestar los servicios contratados, con los niveles de desempeño convenidos;

II. En su caso, ejecutar la obra de infraestructura requerida para la prestación de los servicios objeto del contrato;

III. Cumplir con las instrucciones de la dependencia o entidad, cuando se expidan con fundamento legal o de acuerdo a las estipulaciones del contrato;

IV. Contratar los seguros y asumir los riesgos establecidos en el contrato;

V. Proporcionar la información financiera y de cualquier otra naturaleza que solicite la dependencia o entidad y cualquier otra autoridad competente;

VI. Permitir y facilitar la supervisión y auditorías conforme a las disposiciones aplicables y al contrato;

VII. Guardar confidencialidad respecto de la información y documentos relativos al proyecto, en el alcance y plazos señalados en el contrato; y

VIII. Cumplir con el régimen de comunicación social pactado en el contrato.

Artículo 26-A. En caso de que así lo permita la rentabilidad del proyecto y según se haya establecido en la convocatoria, en las  bases y en el contrato respectivo, la dependencia o entidad podrá exigir al inversionista proveedor, con independencia de lo que señalen otras disposiciones aplicables, alguna o algunas de las prestaciones siguientes:

I. El reembolso del valor de los inmuebles, bienes y derechos aportados por dependencias o entidades del sector público, utilizados en el proyecto;

II. El reembolso de las cantidades por concepto de remanentes y otros rubros en la forma y términos que se establezcan en las bases o en el contrato.

III. El pago de derechos por la supervisión y vigilancia de la ejecución de la obra o de la prestación de los servicios, previstos en las disposiciones legales aplicables; o

IV. Cualquier otra que las partes estipulen en el contrato.

Los seguros que el inversionista proveedor deberá contratar y mantener vigentes cubrirán, por lo menos, los riesgos a que estén expuestos los usuarios, la infraestructura y todos los bienes afectos al servicio, así como los de responsabilidad civil.

Para estos efectos, el inversionista proveedor contratará con empresa especializada, previamente aprobada por la dependencia o entidad, la elaboración de un estudio de riesgos, coberturas, indemnizaciones, montos mínimos, vigencia y demás términos y condiciones de los seguros.

Dicho estudio servirá de base para que las partes acuerden las características y alcances de tales seguros.

Artículo 26-B. La subcontratación de la ejecución de la obra o de la prestación de los servicios sólo podrá realizarse en los términos y condiciones establecidos en las bases, y expresamente pactados por las partes y previa autorización de la dependencia o entidad. En todo caso, el inversionista proveedor será el único responsable ante la dependencia o entidad.

Artículo 26-C. Los derechos del inversionista proveedor, derivados del contrato, podrán darse en garantía a favor de terceros, o afectarse de cualquier manera, en los términos y condiciones que el propio contrato señale y previa autorización de la dependencia o entidad.

Artículo 26-D. El inversionista proveedor podrá ceder los derechos del contrato, total o parcialmente, previa autorización de la dependencia o entidad.

Esta cesión sólo podrá llevarse a cabo en los supuestos, términos y condiciones previstos en el propio contrato.

Artículo 30. El Órgano de Control, en el ejercicio de sus facultades, podrá verificar, en cualquier tiempo, que los servicios previstos en los Contratos, se realicen conforme al mismo, a lo establecido en esta Ley o en otras disposiciones aplicables.

Artículo 31-A. La Secretaría coordinará y publicará un registro para efectos estadísticos con la información relativa a los proyectos y publicará de manera sistemática la información siguiente:

a) Nombre del proyecto;

b) Número de licitación y/o registro del sistema electrónico de información pública gubernamental CompraNet;

c) Nombre del convocante;

d) Nombre del inversionista proveedor;

e) Plazo del contrato;

f) Monto total del proyecto;

g) Monto de los pagos programados y ejecutados durante el ciclo de vida del proyecto;

h) Indicadores asociados a la rentabilidad social, financiera y económica del proyecto, en los términos que determine el Reglamento;

i) Otra información que la Secretaría considere relevante.

Dicha información será de carácter público, a excepción de aquélla de naturaleza reservada o confidencial, en términos de la Ley de Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales para el Estado de Coahuila de Zaragoza y demás disposiciones aplicables.

Artículo 36. ....

....

El Órgano de Control enviará al Ayuntamiento, dentro de los 35 días siguientes al término de cada trimestre calendario, un informe sobre la situación que guardan los Contratos celebrados por las Entidades Municipales y el avance de ejecución de los Proyectos correspondientes durante dicho trimestre.

Capítulo VII-A

De la Intervención del Proyecto

Artículo 37-A. La dependencia o entidad podrá intervenir en la preparación, ejecución de la obra, prestación de los servicios, o en cualquier otra etapa del desarrollo de un proyecto, cuando a su juicio el inversionista proveedor incumpla sus obligaciones, por causas imputables a ésta, y ponga en peligro grave el desarrollo mismo del proyecto.

Para tales efectos, deberá notificar al inversionista proveedor la causa que motiva la intervención, y señalar un plazo para subsanarla. Si dentro del plazo establecido el inversionista proveedor no la corrige, la dependencia o entidad procederá a la intervención, sin perjuicio de las sanciones y responsabilidades en las que, en su caso, incurra el inversionista proveedor.

En estos supuestos, y según se haya convenido en el contrato respectivo, podrá procederse a la terminación anticipada del propio contrato.

Artículo37-B. En la intervención, corresponderá a la dependencia o entidad la ejecución de la obra o prestación del servicio y, en su caso, las contraprestaciones que por este último correspondan. Al efecto, podrá designar a uno o varios interventores, utilizar al personal que el inversionista proveedor venía utilizando y contratar a un nuevo constructor u operador.

La intervención no afectará los derechos adquiridos por terceros de buena fe relacionados con el proyecto.

Artículo 37-C. La intervención tendrá la duración que la dependencia o entidad determine, sin que el plazo original y, en su caso, prórroga o prórrogas, puedan exceder, en su conjunto, de tres años.

El inversionista proveedor podrá solicitar la terminación de la intervención, cuando demuestre que las causas que la originaron quedaron solucionadas y que, en adelante, está en posibilidades de cumplir con las obligaciones a su cargo.

Artículo 37-D. Al concluir la intervención, se devolverá al inversionista proveedor la administración del proyecto y los ingresos percibidos, una vez deducidos todos los gastos y honorarios de la intervención, así como las penalidades en las que, en su caso, hubiere incurrido.

Artículo 37-E. Si transcurrido el plazo de la intervención, el inversionista proveedor no está en condiciones de continuar con sus obligaciones, la dependencia o entidad procederá a la rescisión del contrato y, en su caso, a la revocación de las autorizaciones para el desarrollo del proyecto o, cuando así proceda, a solicitar su revocación a la autoridad que las haya otorgado.

En estos casos, la dependencia o entidad podrá encargarse directamente de la ejecución de la obra y prestación de los servicios, o bien contratar a un nuevo inversionista proveedor mediante concurso en términos del capítulo cuarto de la Ley.

Artículo 38. Los licitantes podrán inconformarse por escrito ante el Órgano de Control, contra los actos que se lleven a cabo en cualquier etapa o fase del procedimiento  o contra el fallo de la licitación, que contravengan las condiciones definidas por la Convocatoria, bases y Ley. 

…

…

I. …

II.
…

III.
El Órgano de Control acordará lo que proceda sobre la admisión de la inconformidad y de las pruebas que el promovente hubiere ofrecido, que deberán ser pertinentes e idóneas para dilucidar las cuestiones controvertidas. El desahogo de las mismas se hará dentro del plazo de diez días hábiles a partir de su aceptación, el que será improrrogable; salvo lo señalado en el último párrafo de este artículo;

IV.
…

V.
El Órgano de Control, según el caso, podrá pedir que se le rindan los informes que estime pertinentes por parte de quienes hayan intervenido en el acto reclamado; y

VI.
…

De considerarlo pertinente, el Órgano de Control podrá solicitar dentro de un plazo de tres días hábiles a la Entidad Pública designe un perito en la materia, para que emita el dictamen correspondiente, el cual deberá emitirse en un plazo de diez días hábiles contados a partir de la notificación de la solicitud. De haber contradicción entre los dictámenes periciales presentados, se procederá a nombrar un perito tercero en discordia.  

Artículo 39.…
Corresponderá al Órgano de Control resolver sobre la misma, tomando en cuenta que con ella no se cause perjuicio al interés social, ni se contravengan disposiciones de orden público. 
Para que la suspensión proceda, el inconforme deberá garantizar los daños y perjuicios que se pudieran ocasionar, mediante fianza por el monto que fije el Órgano de Control en los términos del Reglamento de esta Ley. 

Artículo 40. El Órgano de Control, en atención a las inconformidades a que se refiere el artículo anterior, substanciará el procedimiento y resolverá en un plazo que no excederá de sesenta días hábiles contados a partir de la fecha de su presentación.
En la substanciación del procedimiento, el Órgano de Control deberá otorgar la participación a los terceros interesados que puedan ser afectados con motivo de la resolución.
Sin perjuicio de lo previsto en este artículo, el Órgano de Control podrá iniciar las investigaciones correspondientes en los procedimientos de licitaciones que realicen las Entidades Públicas, cuando sea necesario para proteger el interés del Estado.

Artículo 41. Los Licitantes o Inversionistas Proveedores que infrinjan las disposiciones de esta Ley, serán sancionados por el Órgano de Control, con multa de cien a veinte mil días de salario mínimo general vigente en el Estado Libre y Soberano de Coahuila en la fecha de la infracción.
El Órgano de Control, además de la sanción a que se refiere el párrafo anterior, inhabilitará temporalmente para participar en procedimientos de licitación pública o celebrar Contratos regulados por esta Ley, a las personas que se encuentren en alguno de los supuestos siguientes: 

I.
… 

II.
… 

III.
…

IV.
… 

V.
…

…

Artículo 42. Para la imposición de las sanciones, el Órgano de Control tomará en consideración lo siguiente: 

I.
…

II.
…

III.
… 

IV.
…

Artículo 43. En contra de las resoluciones que dicte el Órgano de Control, el interesado podrá interponer ante la misma, recurso de revisión dentro del término de diez días hábiles, contados a partir del día siguiente al de la notificación.

Artículo 44. …
I. …

II. …

III. El Órgano de Control, dictará resolución dentro de los veinte días hábiles siguientes contados a partir de la admisión del recurso.

Artículo 45. El Órgano de Control aplicará las sanciones que procedan a los servidores públicos que infrinjan las disposiciones de la presente Ley, conforme a lo dispuesto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos. 

TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrara en vigor al día siguiente al de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan las disposiciones que se opongan a lo previsto en este decreto.

SALTILLO, COAHUILA A 18
 DE MAYO DE 2015

POR EL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”

DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL

DIP. JAVIER DIAZ GONZALEZ
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR LA QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE PROYECTOS PARA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PARA EL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
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